

[image: cover.jpg]



			 

			 


	Los intocables

			 

Pocos, poderosos e impunes

			 

			 

			 

FÈLIX MARTÍNEZ

Y JORDI OLIVERES

 

 

			 

			 

			 

			 

 

 

			 

			 

			 





[image: 019]



www.megustaleerebooks.com



		
			 

			 

			 

			 

			A Karina.

			A Berta.


		

	
		
			 

			 

			 

			 

			Plus ça change, plus c’est la même chose

			(«Cuanto más cambia algo, más se parece a lo mismo»).

			ALPHONSE KARR, Les Guêpes (enero de 1849)

			 

			Nosotros somos leopardos y leones, quienes tomarán nuestro lugar serán hienas y chacales. Pero los leones, leopardos y ovejas seguiremos considerándonos como la sal de la tierra.

			 

			GIUSEPPE TOMASI DI LAMPEDUSA,
El Gatopardo (1957)

		

	
		
			Prefacio

			 

			 

			La tiranía totalitaria no se edifica sobre las virtudes de los totalitarios sino sobre las faltas de los demócratas.

			 

			ALBERT CAMUS (1913-1960),

			escritor francés, premio Nobel de Literatura

			 

			 

			La gangrena se ha extendido ya por todo el sistema. El gran acuerdo entre la jerarquía del moribundo régimen franquista y los opositores demócratas alcanzado a la muerte del dictador, y que dio origen a la Transición, ya está acabado. Aquellos acuerdos fueron consagrados en la vigente Constitución, aprobada en referéndum el 6 de diciembre de 1978. Hoy apenas un tercio de la población española participó en aquel proceso. Las élites políticas empiezan a intuir el final de la España de la Transición, pero no quieren creerlo. Se juegan demasiado y piensan estirar tanto como puedan las reglas pactadas en 1978. Y, sin rubor alguno, se aferran a aquel «espíritu de reconciliación» que dio origen al actual régimen político en España, una de las principales leyendas que componen el conjunto de mitos, bulos y pactos de silencio de la Transición.

			La población, especialmente ese 66 por ciento que no pudo participar en el referéndum constitucional de 1978 —bien porque no tenían edad para hacerlo, bien porque no habían nacido—, percibe claramente el olor a podredumbre que emana del sistema. Y sufre las consecuencias de la agonía del régimen. El proceso de la muerte es penoso para casi todos. Esos dos tercios de la población son los que se han puesto en marcha para exigir el fin de la España de la Transición y una democracia real que trabaje para la ciudadanía y no para las élites. Movimientos ciudadanos, surgidos muchos de ellos en 2011, con un seguimiento sin precedentes en las múltiples protestas ciudadanas, alzan la voz cada vez con mayor contundencia contra el agonizante sistema. Nuevos movimientos políticos logran amedrentar, con sus resultados y sus apoyos sociales, a la vieja clase política que pactó con los represores tras la muerte del dictador. Pruebas más que evidentes de una desafección hacia las viejas políticas que es cada vez más generalizada. La desafección no ha desembocado de momento en crispación ni en estallidos sociales, pero sí en exigencias a los gobernantes hasta ahora nunca vistas.

			Aun así, las moribundas reglas del juego se resisten a ser reemplazadas. La agonía del sistema pactado entre franquistas reformistas y opositores amenazados se eterniza. Y, a veces, los estertores de la muerte se prolongan de forma tan interminable como dolorosa. El coma, la respiración sincopada, los largos suspiros que se perciben con una mezcla de profunda tristeza y de alivio, el retorno de los estertores que nos hacen olvidar lo sentido solo unos segundos antes... El régimen político español hace años que agoniza. Es difícil determinar cuándo empezó a morirse. Pero es evidente que solo sobrevive gracias a la respiración asistida. La población es consciente de que, en cuanto se desconecte la maquinaria de soporte vital, llegará el desenlace inevitable. Sin embargo, aun desconectados los respiradores e interrumpida la alimentación por vía intravenosa, el moribundo puede mantenerse en estado vegetativo durante un tiempo indeterminado.

			Las mentiras, o medias verdades, que forman parte sustancial de los pactos de la Transición ya no cuelan entre la mayor parte de una población decepcionada y maltratada. Y es precisamente la imperfección del sistema la que impide a la ciudadanía, que hace menos de cuarenta años estaba sometida a un régimen totalitario, sentirse representada en unas instituciones nominalmente democráticas, pero reservadas a las élites de siempre.

			La mayoría ya da por hecho que esa Transición fue un proceso vigilado, controlado, por las élites franquistas más conscientes de la necesidad de transformar el régimen en una democracia parlamentaria equiparable, supuestamente, a la de los países de nuestro entorno, y tutelado por Estados Unidos, que quiso asegurarse de que la fuerza de la izquierda en el nuevo régimen fuera minoritaria. Lo denunciaba el abogado valenciano Joan Garcés en su obra Soberanos e intervenidos, un relato sin adornos de la Transición.

			Los representantes de la oposición democrática serían una parte esencial del nuevo régimen. A cambio, debían aceptar que jamás se perseguirían los crímenes del franquismo, fueran o no de Estado. Algunos crímenes de lesa humanidad se prolongarían hasta los primeros años noventa del siglo pasado, como el robo de recién nacidos. La primera iniciativa para pedir responsabilidades por los crímenes del franquismo, en diciembre de 1978, recién aprobada la vigente Constitución, se estrelló contra los pactos ocultos. A finales de los años setenta, aprovechando la aprobación de la Constitución, familiares de desaparecidos del franquismo y un grupo de abogados que representaban a movimientos de derechos humanos y políticos se reunieron en Madrid para crear un Tribunal Cívico Internacional contra los Crímenes del Franquismo que diera cobertura legal a las exhumaciones de los desaparecidos. Todos los participantes fueron detenidos y el proyecto fue abortado.1

			Y no ha sido la Justicia española la que los ha importunado, sino la insistencia de una juez argentina, María Romilda Servini, que ha abierto una investigación en Buenos Aires por las torturas y atrocidades cometidas al servicio del franquismo. Servini pidió a la Interpol que detuviera a los presuntos responsables, pero el gobierno español del PP hizo oídos sordos. Mientras estos antiguos gerifaltes del franquismo no salgan de las fronteras españolas estarán a salvo hasta su muerte. Y todos ellos ya tenían una edad más que avanzada cuando la juez argentina solicitó su extradición.

			Esa parte esencial del pacto quedó oficializada en la Ley de Amnistía de 1977. La consecuencia inmediata fue la excarcelación de los presos políticos, incluso de los que penaban por delitos de sangre, y la salida a la luz pública desde la semiclandestinidad de los dirigentes políticos que protagonizarían la vida parlamentaria de la Transición. No obstante, el objetivo real de aquella Ley de Amnistía era que ningún juez español tuviera la «ocurrencia» de intentar perseguir los crímenes del franquismo. El establishment, la élite, lo que ahora algunos denominan la «casta», atribuye precisamente a la Ley de Amnistía otra de las falacias que forman parte de la leyenda de la Transición, la supuesta ausencia de violencia durante el proceso de transformación de la dictadura franquista en una democracia parlamentaria: «Entre la muerte de Franco y el primer episodio de alternancia democrática en el poder en octubre de 1982, en España perdieron la vida más de 700 personas como consecuencia de las actividades de grupos armados y de las Fuerzas de Seguridad del Estado».2

			Entre los mitos que los reformistas franquistas impusieron en la verdad oficial de la Transición destaca la idea de que el papel de España durante la Segunda Guerra Mundial fue completamente irrelevante. Ese triste balance es, a primera vista, el de la aportación de España a la escena política internacional durante el siglo pasado. A pesar de su posición geoestratégica en Europa, en general se asume que, aunque en la actualidad la española es la octava economía mundial, durante el siglo pasado la Guerra Civil, la «neutralidad»3 que adoptó en la Segunda Guerra Mundial y, sobre todo, el aislamiento que sufrió España mientras estuvo sometida al régimen dictatorial del general Franco (entre 1939 y 1975) impidieron que su participación en la configuración del orden mundial fuera, en el mejor de los casos, marginal. Hoy sabemos, sin embargo, que la verdad oficial difundida en su momento por las grandes potencias sobre los episodios políticos o militares del siglo pasado distaba mucho de la realidad. La caída de la antigua Unión Soviética y la desclasificación continua de documentos de los servicios de inteligencia occidentales, en especial los estadounidenses y los británicos, demuestran hasta qué punto se manipularon los relatos históricos. España fue un valioso aliado de las fuerzas del Eje germano-italiano. Durante el conflicto, Franco puso al servicio de la Alemania nazi y de la Italia fascista tantas infraestructuras como se le solicitaron, desde bases de submarinos en el Atlántico hasta tropas para la campaña de Rusia, pasando por facilitar a los nazis que se hicieran con tanto wolframio como pudieron acumular en territorio español. Era en justa correspondencia por los bombardeos realizados por la Luftwaffe en Guernica o los de la aviación italiana sobre Barcelona. Si España no entró en la Segunda Guerra Mundial fue por el desdén que le demostró Hitler en su encuentro en Hendaya el 22 de junio de 1940 al rechazar la denominada Operación Félix, que consistía en permitir a los alemanes cruzar la península para que tomaran Gibraltar. A medida que resultaba evidente que el Eje se dirigía a la derrota, Franco cambió la posición de España en el conflicto de «no beligerante» a «neutral». A ello contribuyó de manera decisiva la «operación de soborno» a los generales españoles «incluyendo millones en fondos británicos secretos» para la jerarquía militar de Franco, «ingresados en la Swiss Bank Corporation de Nueva York».4

			El siglo XX alumbró una criatura política siniestra y devastadora que sometió a la humanidad a formas de sufrimiento y destrucción sin precedentes: el totalitarismo. En su versión socialista, gobernó en la Unión Soviética y sus países de influencia del este de Europa prácticamente hasta 1991. Su otra cara, el fascismo, se extendió por Europa entre las dos guerras mundiales y asoló la mayor parte del continente.

			ABDICACIÓN TRAS IGUALAR A FRANCO


			El 18 de junio de 2014, Juan Carlos de Borbón abdicó como jefe del Estado español tras 39 años en el cargo, los mismos que su predecesor, el general Francisco Franco, autoproclamado generalísimo y caudillo de España en 1936 tras el golpe de Estado fallido que dio lugar a la Guerra Civil. Franco fue responsable de la elección y del nombramiento de su sucesor en la jefatura del Estado. El actual monarca, Felipe VI, fue proclamado sin que el pueblo español participara en el proceso, a pesar de que la institución de la monarquía fue decidida durante la dictadura. El relevo se produjo en plena emergencia de nuevas formaciones políticas creadas ante la esclerosis de las tradicionales y ante la creciente capacidad de movilización de la sociedad civil, que ha visto como la corrupción llegaba a la Corona y ponía en evidencia tanto el funcionamiento como la utilidad de la institución.

			El rey Juan Carlos fue proclamado tan solo dos días después del fallecimiento oficial del general Franco, tal como había previsto su mentor 28 años antes, en la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947. El 22 de julio de 1969, Franco había designado a Juan Carlos de Borbón (saltándose el orden sucesorio natural que correspondía a su padre, Juan de Borbón, gracias a la ley de sucesión que otorgaba a Franco, y solo a él, la potestad de nombrar al monarca del reino) como su sucesor a la jefatura del Estado, con el título de «príncipe de España». Así fue proclamado por las Cortes como sucesor de Franco el 22 de julio de 1969, cuando Juan Carlos juró fidelidad a los principios del Movimiento Nacional y demás Leyes Fundamentales del Reino. El joven príncipe juraba así fidelidad al dictador, y sería un silente protagonista de los avatares políticos hasta que llegó su hora. Muerto el dictador, asumió la jefatura del Estado y, a su manera, propició que los franquistas reformistas y los demócratas pactaran la sustitución de las instituciones franquistas por una democracia de corte europeo occidental. Juan Carlos aprovechó su largo reinado para rodearse de una camarilla propia, la que a su vera hizo pingües negocios a los que el monarca no era nada extraño. Era el «valor» del sacrificio, pasado y presente. Estos fueron los amigos con los que surcó el Mediterráneo a bordo del yate Fortuna. Pero las cacerías y el paso de los años precipitaron el final. Juan Carlos I ha sido el primer Borbón que ha abdicado y se ha mantenido la monarquía bajo la misma estirpe.

			España fue, así, el último sistema totalitario en territorio europeo en dar el paso, y el único en ver como el dictador se mantenía en el cargo hasta su muerte. Portugal logró acabar con la dictadura en 1974 por medio de la Revolución de los claveles —aunque el dictador portugués António de Oliverira Salazar5 quedó incapacitado en 1968 y falleció en 1970, el régimen se mantuvo hasta 1974 bajo el mando de Marcelo Caetano—6 y Grecia en julio de ese mismo año, cuando el régimen de los coroneles dejó paso a un régimen democrático tras optar en referéndum por instaurar una república.

			Franco, a su pesar, lo había dejado todo «atado y bien atado». No está del todo claro cuál era el camino indicado por Franco, especialmente tras el asesinato por ETA Político-Militar, el 20 de diciembre de 1973, del entonces presidente del gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco.7 Aquella muerte trastocó los planes del dictador, aunque él solo lo sobrevivió menos de dos años.

			La Transición, pensada y ejecutada por los reformistas del régimen, con la oposición de la «caverna», fue posible gracias a las renuncias de la oposición democrática. A cambio de una amnistía para todos los presos políticos del franquismo, los demócratas cerraban los ojos y se olvidaban de pasar cuentas con los colaboradores de la dictadura. Desde los jerarcas del Movimiento hasta jueces y fiscales que aplicaban con ligereza la pena de muerte o que enviaban a la cárcel a los demócratas. Desde agentes del orden público que disparaban y mataban a manifestantes hasta empresarios que se aprovechaban de sus «contactos» con la administración. Todos ellos fueron exonerados, y muchos de ellos se convirtieron de la noche a la mañana en «demócratas de toda la vida». Aquella reforma política fue posible porque el establishment franquista —la casta, formada por los poderes económicos, fuertemente influidos por el Opus Dei, pero también por la alta administración— lo permitió. Con el paso de los años, poderes en la sombra, como el ejército, fueron democratizados subyugándolos al poder civil. No pasó así con otros: la Justicia (jueces y fiscales) y la alta administración del Estado (abogados del Estado, registradores de la propiedad, notarios, técnicos, etc.) son los mismos. Bien, los mismos no, pues han sido sus hijos y familiares directos los que han ocupado los puestos de sus padres, como pasa en las sociedades de castas, en las que es casi imposible entrar a formar parte de una casta superior. Y esto teniendo en cuenta que en la España de la Transición el PSOE ha gobernado durante 21 de esos 37 años.8

			Estas élites han seguido mandando en España a pesar de la democratización de muchos de sus poderes. Muchos apellidos que durante la larga noche del franquismo ostentaron el poder en España y se aprovecharon de las ventajas de la dictadura siguen, hoy en día, siendo los que realmente mandan. Así, podemos recordar apellidos como los Botín, que incluso ha dado nombre a una polémica sentencia que el Tribunal Supremo dictó en plena democracia y bajo un gobierno de izquierdas, una sentencia en su favor que ya es conocida como «doctrina Botín». Una larga dictadura como la del general Franco no hubiera sido posible sin el beneplácito del poder financiero. Durante el franquismo, se estableció lo que se conoció como «los siete grandes», que eran los siete grandes bancos.9 Lo que decidían estos, fuertemente penetrados por la élite franquista y del Opus Dei, era más importante que cualquier decisión política. Quien mandaba en España en materia de política económica era el sanedrín que formaban estos siete bancos. Pero con la democracia, y durante los años de Felipe González en la Moncloa, el Banco de España, con Mariano Rubio al frente, promovió una concentración bancaria. El Banco Vizcaya y el Banco Bilbao se fusionaron y, más tarde, absorbieron la banca pública Argentaria,10 que a su vez ya era el resultado de otra fusión. Primero se unieron el Banco Central con el Hispano Americano y se creó el Banco Central Hispanoamericano, que quedó finalmente en manos del Banco Santander, el cual también terminó quedándose con Banesto tras su quiebra y posterior reflotamiento por las arcas públicas. Si hay unos ganadores en todo este proceso, esos han sido el Banco Santander y la familia Botín. Ahora es el primer banco español y uno de los más importantes de Europa.

			Pero no solo el poder financiero estaba de acuerdo con la Transición, a la que controló desde el primer momento. Las élites empresariales también permanecían vigilantes. Los holdings bancarios mantenían una fuerte presencia industrial y, además, estaba el viejo Instituto Nacional de Industria, desmantelado durante los años de la democracia y que sirvió de paraguas para recolocar a numerosos políticos apeados de su cargo, o bien a amigos de pupitre de presidentes. Con estos empresarios también florecieron los que podríamos llamar «magnates y conseguidores», personajes con currículos más que dudosos elevados por el poder a la condición de «empresarios modelo» y protagonistas de escándalos que los llevarían a la cárcel tras el desfalco de millones y millones.

			La joven democracia tuvo que aprender rápidamente. Pero el poso de cuarenta años de dictadura en las mentes sirvieron para mantener el mismo tipo de relación entre los administradores y los administrados, entre la élite funcionarial y la ciudadanía. Y los partidos políticos pronto aprendieron que se necesita mucho dinero para funcionar diariamente. Y que las campañas electorales cuestan mucho dinero. Todos los partidos buscaron una financiación «extra» a través de diferentes fórmulas: el caso Filesa (PSOE), el caso casinos (CDC), el caso Naseiro-Bárcenas-Gürtel (PP), el caso Palau (CDC), el caso Trabajo (UDC)...

			Pero no solo los partidos tuvieron que buscar la financiación más allá de las cuotas de los afiliados. Las patronales y los sindicatos también han sido actores importantes de la democracia española. Mientras que los principales sindicatos, UGT y CC.OO., salen a la luz pública tras la muerte del dictador, la gran patronal es la sucesora de la modernización de la patronal del sindicato vertical del franquismo. Tanto los sindicatos como la patronal han actuado como un importante lobby o grupo de presión, y también han tenido sus problemas de financiación arreglados con cursos de formación pagados por las administraciones.

			En una democracia, el poder de los medios de comunicación, como garantes del control de los administradores del bien público, debería ser un hecho. Pero en España se partió de un hecho diferencial. Los propietarios históricos de los medios de comunicación habían sido absolutamente fieles a los designios del dictador. Incluso alguno de ellos sufragó el coste del avión que llevó a Francisco Franco de Canarias a Marruecos para iniciar el asalto al poder en 1936. (El caso más célebre fue el del turbio empresario y financiero mallorquín Juan March, que financió la Operación Dragon Rapide, organizada por el entonces corresponsal de ABC en Londres, Luis Antonio Bolín,11 por orden de su patrón y amigo, Juan Ignacio Luca de Tena.) Cuando el dictador falleció, no obstante, mientras que los empresarios tradicionales eran franquistas, las plantillas de periodistas de la época estaban muy implicadas con los nacientes partidos políticos. Estos editores tradicionales, como los Luca de Tena en Madrid o los Godó en Barcelona, han subsistido con el paso del tiempo. Algunos ya no mandan en su cabecera, absorbidos por las compras realizadas por otros más poderosos, mientras que otros mantienen su primacía gracias a generosas subvenciones públicas. Junto con estos editores tradicionales e incluso centenarios, en 1975, a la muerte del dictador, había lo que se conoce como «prensa del Movimiento». Esas propiedades fueron subastadas. En algunas ciudades desaparecieron, mientras que en otras han subsistido con el paso del tiempo, bien en manos de grupos locales o formando parte de otros grupos menores. Y la democracia trajo bajo el brazo otros grupos mediáticos, como el Prisa de Jesús Polanco, quien había hecho un buen capital gracias a sus buenos contactos con la administración franquista en la edición del libro escolar, y Grupo 16, que terminó cerrando, o el grupo Zeta de Antonio Asensio.

			No obstante, ahora todo está en cuestión. Los grandes grupos mediáticos están en crisis y en manos de los grandes bancos, sean españoles o extranjeros. La revolución tecnológica quizá acabe con algunos de estos medios de comunicación, que habrán sido la memoria diaria desde la muerte del dictador hasta ahora, pero a su vez afloran ya otros medios a través de internet. Es probable que algunos de ellos sean los sustitutos de aquellos grandes transatlánticos, ahora convertidos en buques de carga con un pesado lastre.

			Mientras que la democracia sirvió para acabar con las tentativas involucionistas de los militares, cuyos integrantes habían ayudado a ganar la Guerra Civil y habían perpetuado a uno de los suyos al frente de España, la democracia no ha llegado, cuarenta años después, a la Justicia. Los jueces, fiscales, secretarios, oficiales... El sector mayoritario del personal que trabaja en la administración de Justicia es fruto de las relaciones de parentesco con los que colaboraron activamente con la dictadura. Así, los mismos jueces que dictaban penas de cárcel a los demócratas en el Tribunal de Orden Público (TOP) de la dictadura pasaron a ser los jueces de la neonata Audiencia Nacional. Si de un negocio familiar se puede hablar es el de la Justicia, en todas sus ramas (jueces, fiscales, notarios, registradores, abogados del Estado, secretarios judiciales, oficiales...). Si se repasan los apellidos de las largas listas, hay frecuentes concordancias. Y cabe pensar que la Justicia es la barrera que lucha contra el mal. Pero ¿cómo puede luchar contra la corrupción un juez que es invitado un fin de semana a un hotel de lujo por un importante bufete de abogados, que en el futuro representará a una de las partes en un procedimiento sobre el que debe pronunciarse el magistrado?, o ¿cómo puede afrontar un juez un caso de corrupción si acepta que le paguen una buena cantidad de dinero —no siempre en blanco— por una charla-conferencia de cuarenta y cinco minutos?

			La ciudadanía respondió, desde el año 2011 en la calle, a las prerrogativas de cierta clase política, empresarial, financiera, judicial y mediática. Aquella ciudadanía movilizada, en que los jóvenes que ni siquiera habían nacido cuando se aprobó la Constitución asumieron un protagonismo muy importante, estaba harta de los compromisos con el establishment, estaba harta de que los mecanismos de control no funcionaran o funcionaran tarde y mal, como el Tribunal de Cuentas, que al hacer pública una fiscalización han pasado ya tantos años que, si detecta irregularidades o delitos, estos ya han prescrito. Estaba harta de las puertas giratorias; del político que pasa a la multinacional que ha sido agraciada con suculentos contratos durante la estancia de dicho político en puestos de responsabilidad sin solución de continuidad. Estaba harta de la lentitud de la Justicia. Estaba harta de las componendas políticas, que fueron imprescindibles en los años setenta y ochenta para avanzar en España, pero que ya no son aceptadas. Y estaba harta porque la crisis económica, que padecen los que menos tienen, fue consecuencia de malas praxis por parte de los poderosos, de la casta, de la élite, del establishment. Unos poderosos que recetaban apretarse el cinturón y que se aumentaban los sueldos.

			Aquella ciudadanía se expresó por dos vías. Una es el fenómeno político de Podemos, cuyos líderes proceden de las asambleas ciudadanas del 15-M de 2011; allí se fraguó lo que tres años después tomó forma de partido político. También se gestaron movimientos como 15MPaRato, que ha desempeñado un papel fundamental en la investigación del hundimiento de Bankia. Con anterioridad, la indignación de la ciudadanía por la crisis, la falta de representatividad y, sobre todo, la corrupción solo podía contar con la ya casi desparecida UPyD, que, mientras ha tenido representación parlamentaria, y por lo tanto financiación pública, se ha personado como acusación particular en tantos procedimientos judiciales por corrupción como ha podido.

			Y en Cataluña, por su parte, lo que se fraguó fue el independentismo. Son dos formas concretas de protestar contra un Estado que no le da a la ciudadanía aquello que quiere y desea. Del proceso independentista nació precisamente Ciudadanos, el otro nuevo partido en alza que se presenta como alternativa a Podemos, pero que considera sagrada la unidad del territorio nacional y que se ofrece también como opción moderna y sin relación alguna ni con la corrupción ni con el franquismo, a diferencia del Partido Popular.

			Las cerrazones, el menosprecio y el insulto a las opiniones diferentes unen a la ciudadanía en contra de este Estado, que en lugar de satisfacer las necesidades más básicas de sus ciudadanos, les recorta derechos que tanto costó conseguir, incluso la muerte de decenas de personas. La voluntad de transformar el sistema político español llega a tales extremos que aspectos que en apariencia son intrascendentes, como las tres últimas finales de la Copa del Rey en las que se han enfrentado el FC Barcelona y el Athletic de Bilbao, dos clubes de fútbol que representan a comunidades que fueron perseguidas durante el franquismo y que vieron insatisfechas sus aspiraciones con la Constitución de 1978, han servido para que desde las gradas se dirigieran monumentales pitadas contra el monarca mientras sonaba el himno nacional español. Durante la final de 2015, la primera presidida por el actual monarca, Felipe VI, fue aún más sonora que en las dos últimas presididas por su padre.
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		  Los hombres y los reyes deben juzgarse por su actuación en los momentos críticos de sus vidas.

			 

			WINSTON CHURCHILL (1874-1965),

			político y escritor británico

			 

			 

			Londres, 2 de noviembre de 1998. En un anodino y moderno edificio de High Holborn Street que temporalmente albergaba algunas salas de los altos tribunales británicos, lejos de toda expectación, Rashid al-Bader, el presidente de la Kuwait Investment Authority (KIA), matriz de la Kuwait Investment Office (KIO), compareció por sorpresa ante el juez Jonathan Mance, del Alto Tribunal de Londres, como testigo de cargo por la demanda civil presentada por el conglomerado kuwaití contra sus anteriores gestores, y en particular contra el financiero español Javier de la Rosa, por haberse apropiado de un total de 500 millones de dólares.

			De la Rosa fue juzgado en Londres in absentia. Estaba encarcelado en España por orden de la Audiencia Nacional a causa de los delitos cometidos en la monumental quiebra del Grupo Torras, el holding industrial creado por KIO en España para controlar sus inversiones desde Madrid o desde Barcelona. Fue al-Bader quien tomó la decisión de, a pesar de que los delitos cometidos en la gestión de Torras-KIO se habían producido en territorio bajo jurisdicción española, presentar una demanda ante la Justicia británica para que los antiguos dirigentes del conglomerado kuwaití respondieran en Londres de sus responsabilidades civiles y devolvieran el dinero del que se habían apropiado.1

			Los abogados de KIO acababan de aportar al tribunal la documentación, entregada por la Justicia suiza, que acreditaba que los máximos beneficiarios del expolio del Grupo Torras habían sido el propio Javier de la Rosa, que recibió 106 millones de dólares de la sociedad instrumental de KIO Pincinco, radicada en la isla de Jersey,2 en la cuenta de Bankers Trust de Ginebra con la clave Stuart 102650, y Manuel Prado, con 100 millones de dólares recibidos en dos pagos, uno de 80 millones en octubre de 1990, también de Pincinco, y otro de 20 millones en mayo de 1992, en este caso de otra instrumental, Wardbase. Ambos pagos los recibió en la cuenta ADHNIL, en la Société Générale de Banque, administrada por Norbert Hasler.

			El magistrado, lord Mance, en vista de la documentación suiza, quiso saber por qué Manuel Prado no figuraba como demandado por boca de al-Bader y solo obtuvo evasivas. Insistió, pero el máximo responsable de las inversiones kuwaitíes parecía tener problemas con el idioma. Se limitaba a contestar «I don’t know» («No lo sé») o «I don’t recalled» («No lo recuerdo»). Sin embargo, al-Bader no tuvo empacho alguno en admitir que el Estado español utilizó al embajador Manuel Prado y Colón de Carvajal como su representante en las negociaciones que tuvieron lugar entre 1994 y 1995 para encontrar una solución al conflicto que evitara los tribunales.

			Al-Bader hizo referencia a cuatro reuniones, una en París, otra en Londres, una tercera en Bruselas y una cuarta en El Cairo. A esta última, además de Prado, asistió, según el presidente de KIA —que también estuvo presente en la cita—, el entonces jefe de gabinete de la Presidencia del Gobierno, Antoni Zabalza,3 que más tarde ocuparía la presidencia de Ercros, cuyo accionista de referencia no era otro que Torras-KIO.

			Pero que Prado recibió de KIO los 100 millones de dólares ya se sabía al menos desde 1994, cuando empezaron los problemas judiciales de De la Rosa y este, en un intento de pulso al Estado, hizo público que «una personalidad muy próxima al Palacio Real» había recibido 100 millones de dólares de las cuentas de KIO, aunque, por primera vez, aparecía documentado. Aun así, los kuwaitíes se avinieron a sentarse con él en diversas ocasiones, como si se tratara de una autoridad oficial española. Pero Prado no contaba con autoridad alguna en España; su único título era no oficial y se lo había otorgado la Casa del Rey, «administrador privado» de Su Majestad Juan Carlos I. ¿A quién representaba Prado en las reuniones con los nuevos dirigentes de KIO? Y, sobre todo, ¿quién era el verdadero titular de la cuenta ADHNIL en la Sogenal de Ginebra? Parecía que De la Rosa estaba convencido de que el dinero era para el monarca. El financiero siempre aseguró que había entregado los 100 millones de dólares al amigo del rey por orden de las autoridades kuwaitíes sin recibir explicación alguna al respecto.

			Según algunos de los participantes en las reuniones, era el propio Prado quien propiciaba esa impresión al referirse al monarca español en francés como «mon cousin» («mi primo») o «mon patron» («mi patrón»). De hecho, la sentencia considera probados varios viajes de Prado a Kuwait City para ser recibido en audiencia por el jeque Jalifa bin Hamal al-Tahi, emir de Kuwait entre 1972 y su defunción en 1999. Y no se trataba de misiones oficiales, porque permanecieron en secreto hasta la celebración del juicio.

			Ali Rashid al-Bader no supo explicar por qué el grupo kuwaití negoció con Prado, en calidad de representante del Estado español, una solución extrajudicial al conflicto, a pesar de que el diplomático había recibido 100 millones de dólares desviados irregularmente del Grupo Torras y de que el gobierno de Felipe González estaba representado en las reuniones nada menos que por Antoni Zabalza.

			El pacto que se buscaba consistía en que los acusados estaban dispuestos a devolver parte del dinero desaparecido de la contabilidad de Torras a cambio de que se archivara el proceso judicial.

			El presidente de KIA había promovido la demanda contra sus predecesores en KIO, pero se dejó acorralar por los abogados defensores de al-Sabah, su predecesor al frente de los negocios kuwaitíes. Al-Bader reconoció haber negociado con Prado, uno de los principales beneficiarios de los desvíos irregulares de fondos de Torras realizados por De la Rosa, una solución extrajudicial al conflicto entre los nuevos y los anteriores gestores de las inversiones kuwaitíes. Al-Bader dejó claro que en las reuniones que mantuvo con el «administrador privado» del rey, Prado representaba oficialmente a España.

			Sin embargo, cuando los abogados del jeque al-Sabah quisieron, como el magistrado, que explicara por qué a Prado no se le reclamó en Londres la cantidad que, como quedó acreditado, recibió en una cuenta de la banca suiza Sogenal, procedente de las cuentas de Torras a través de la instrumental Pincinco en octubre de 1990, durante la invasión de Kuwait por las tropas iraquíes de Sadam Husein, al-Bader se limitó a contestar con un lacónico «no lo sé». La misma respuesta que dio a otra pregunta crucial de los abogados de al-Sabah: «¿Por qué, cuando quedó acreditado documentalmente que Prado fue el receptor de los 100 millones de dólares, KIO tardó diez meses en aportar esa información a la versión penal del caso, la que se sigue en la Audiencia Nacional española?».

			Al-Bader se responsabilizó de las inversiones extranjeras de Kuwait en junio de 1992. Dos años después de la primera guerra del Golfo encontró las arcas de la firma expoliadas. Las pérdidas superaban los 500.000 millones de pesetas (el equivalente a 3.000 millones de euros, aunque el tiempo transcurrido y la inflación acercarían más la cifra a los 9.000 millones de euros) y se habían evaporado más de 60.000 millones. Al-Bader aseguró que inicialmente se creyó las explicaciones de otro de los imputados, el abogado Juan José Folchi,4 de que parte del dinero desaparecido se había destinado a pagos políticos. Sin embargo, al-Bader no se explicaba por qué todos los desvíos de fondos pasaron por cuentas personales. «KIO tenía entonces cuentas en Suiza», afirmó.

			Los abogados de al-Sabah dejaron bien clara su línea de defensa: los pagos a Prado fueron por motivos políticos, al igual que los 2,5 billones de pesetas que aparecen en una pieza secreta de la causa denominada «pagos de guerra», que detalla el dinero destinado a cada uno de los ejércitos aliados durante la guerra del Golfo. Pero España no participó en el conflicto, sino que se limitó a prestar apoyo logístico, lo que difícilmente justificaba un tercio de la cantidad destinada a pagos políticos.

			Las elevadas exigencias económicas de los responsables de KIO-KIA frustraron la operación porque, según algunas fuentes, el jeque Fahad Mohamed al-Sabah y Fouad Jaled Jaffar iban a reintegrar parte del dinero desaparecido a las cuentas del fondo de inversiones del emirato.

			Según confirmó el presidente de KIA, la delegación estaba presidida, habitualmente, por el entonces «secretario de Finanzas español», en referencia al ex secretario de Estado de Hacienda Antoni Zabalza. Pero cuando se produjeron aquellas reuniones Zabalza era el jefe de gabinete de la Presidencia del Gobierno. Tras abandonar el Ejecutivo, Zabalza sustituyó a Josep Piqué en la presidencia de Ercros. La junta de accionistas no tuvo nada que decir. La decisión la había tomado el accionista mayoritario, KIO.

			El juez Mance, encargado de la causa civil en Londres, sacó sus propias conclusiones sobre el papel de Prado en el caso KIO y las hizo constar en su sentencia del 23 de junio de 1999:

			 

			Lo que sigue ahora es saber todo lo posible sobre los destinatarios. El señor Manuel Prado, en una declaración en el procedimiento [judicial] español del 13 de mayo de 1997, se identificó a sí mismo como el destinatario de los 80 millones de dólares referidos en el punto 1) [de la sentencia] —en términos notablemente vagos— [y declaró] que recibió el dinero en pago de una deuda personal privada del señor De la Rosa. El señor Prado es un hombre de negocios español con conexiones con el Palacio Real español, y ha actuado en ocasiones como enviado especial para España, incluso ante el emir de Kuwait [...].5

			 

			Y hay más:

			 

			Tampoco la información que ya está disponible sobre los desembolsos que figuran en la documentación ofrece explicación alguna sobre que los pagos respondieran a «pagos de guerra». Setenta y cinco millones de dólares fueron a parar al jeque Fahad y permanecieron en su poder. Veinte millones fueron al jeque Jaled y cuatro millones de dólares, al señor Jaffar. Ochenta millones de dólares los recibió el señor Prado, que, además, hizo acuse de recibo de la multimillonaria cantidad. Pero el señor De la Rosa, en una carta al señor Prado de fecha 7 de mayo de 1999, admite que el dinero entregado al señor Prado no fue en absoluto en concepto de pagos políticos. La descripción que Prado realizó ante los tribunales españoles, sin embargo, se limitó a afirmar que el pago tenía como único objetivo reducir deudas que De la Rosa había contraído con el diplomático. Su descripción, sin embargo, de la naturaleza y del origen de tan voluminoso endeudamiento entre Prado y De la Rosa, así como su destino, se mantuvo totalmente indocumentado. Las supuestas cartas cruzadas entre el señor Prado, el señor De la Rosa y el jeque Ali Jaliffa son, a tenor del dictamen de los expertos y de otras pruebas, más allá de mi propia opinión, falsificaciones. Eso aunque el señor De la Rosa, en su carta remitida al señor Prado el 17 de mayo de 1993, alega no tener conocimiento alguno de las falsificaciones. Pero también se ha documentado una supuesta carta enviada por el señor Prado y dirigida al jeque Si-Alem al-Sabah, príncipe heredero y primer ministro de Kuwait, en la que acusaba a [Ahmad Rashed] al-Haroon [ministro de Comercio e Industria y principal instigador de la persecución contra los gestores que expoliaron KIO] de pasar información sobre KIO a Irak es igualmente falsa. Todo lo que cabe decir acerca de la responsabilidad de tales falsificaciones es que cualquier persona involucrada en la apropiación indebida de fondos en las transacciones Croesus, Oakthorn y Pincinco habría tenido motivos evidentes para intentar desacreditar al señor Haroon, cuya diligencia en intentar comprender [el caso KIO] y cuya posición [de perseguir a los responsables] ya he comentado [...].6

			 

			Sea como fuere, la implicación de Manuel Prado, o más bien su participación sin implicación —en realidad fue condenado en España a dos años de prisión por apropiarse de parte del dinero, 20 millones de dólares, ya que el resto estaba prescrito—, abría por primera vez la puerta a hablar claramente de negocios del jefe del Estado al margen de su cargo público. Y no precisamente negocios pequeños, sino de centenares de millones de dólares.

			De hecho, algunos de los participantes en las reuniones señalaron que un par de años antes de que Prado recibiera los 100 millones de dólares de KIO se había producido una operación similar con otro emirato del Golfo como protagonista.

			EL DELFÍN DE FRANCO


			Juan Carlos de Borbón y Borbón ha sido el primer intocable de la democracia española. El joven rey, aupado por el mismo dictador Franco tras un pacto del general con su padre, Juan de Borbón, el heredero a la Corona de Alfonso XIII, consiguió una aureola de monarca campechano, próximo. De él se contaron y se escribieron múltiples anécdotas sobre su sencillez. No obstante, Juan Carlos I fue el  principal icono de la transición de la dictadura franquista al modelo de Estado establecido en la Constitución de 1978. Pero no siempre fue así. Antes y después de que se aprobara la Constitución, Juan Carlos I tuvo que enfrentarse a compromisos que encajaban más con el régimen de Franco que con la nueva España que pretendía construir.

			El primero se produjo apenas fallecido el dictador. Su sucesor se vio en el brete de recibir con toda la pompa y boato a uno de los pocos jefes de Estado que asistió a la proclamación del príncipe como nuevo rey. El sábado 22 de noviembre, el rotativo chileno El Mercurio publicó en portada dos grandes fotografías de Augusto Pinochet7 y el aún príncipe Juan Carlos. El enviado especial Cristián Zagers transmitió una crónica que en Santiago fue publicada así: «Cordial acogida al general Pinochet, lo recibió el príncipe Juan Carlos. Estrecho abrazo de ambos en el aeropuerto de Madrid».8

			Fue una visita presidida por la violencia con la que actuó la escolta de Pinochet contra los fotógrafos y la gente que se acercó. En el edificio de las Cortes, Pinochet y su esposa fueron acomodados junto a Imelda Marcos, esposa del dictador filipino Ferdinand Marcos.

			El hispanista británico Paul Preston, en su biografía del rey Juan Carlos,9 resta importancia a la visita de Pinochet y explica que, tras recibirlo, el propio rey hizo saber con claridad al dictador chileno que no estaba invitado a la misa de coronación del 27 de noviembre Su hombre de confianza, Manuel Prado y Colón de Carvajal, se había asegurado la presencia de líderes internacionales democráticos en la coronación.

			Ernesto Ekaizer, sin embargo, señala que Pinochet tenía una serie de compromisos al margen de la agenda oficial, que cumplió sobradamente. Se trataba de convertir Madrid en la sede de una minicumbre de operativos de la Operación Cóndor, el pacto de terrorismo de Estado entre las dictaduras latinoamericanas, en Europa. El plan de Pinochet se cumplió, al menos en lo que respecta al neofascista Stefano delle Chiaie.10

			Y la visita de Pinochet fue, al fin y al cabo, protocolaria. Mucho más activa fue la participación de España en la dictadura argentina propiciada por el rey Juan Carlos. Según relató el diario Público, «en mayo de 1976, cuando aún no se habían cumplido dos meses del golpe de Estado en Argentina, los cuerpos policiales que aterrorizaban a los habitantes ya habían gastado un 70 por ciento de su presupuesto anual [...] y aún quedaba mucha gente por morir. En vísperas de un invierno austral que prometía sangre y dolor, los jefes policiales se vieron obligados a pedir una inyección de 12 millones de dólares. Según los cálculos realizados entonces, las tareas represivas iban a costar, al menos en 1976, unos 400 millones de billetes norteamericanos».11

			El dictador Videla12 necesitaba dinero fresco, pero antes tenía que encontrar países que quisieran facilitarlo. Entonces, aquel general de bigotes y mal genio se acordó de la Madre Patria, que acababa de enterrar al dictador Franco y que empezaba, con muchas dificultades, a experimentar el camino de la democracia. Exactamente al revés que en Argentina, donde las desapariciones se habían convertido en moneda corriente. La comunidad internacional conocía ese extremo, algo que al parecer no importaba mucho en Madrid; según consta en una gran cantidad de expedientes secretos localizados por Público, España firmó acuerdos económicos que dieron aire a la maltrecha dictadura y sus terribles tácticas de exterminio.

			Los archivos en poder del periódico demostrarían que el rey Juan Carlos fue el encargado de facilitar los acuerdos entre la España de la Transición y la Argentina de los vuelos de la muerte. El 1 de julio de 1976, el monarca recibió en su despacho al embajador de Videla en Madrid, el general Leandro Enrique Anaya. De acuerdo con el informe reservado elaborado por el diplomático, el rey tuvo «expresiones de beneplácito por el éxito con que nuestro Gobierno está afrontando los problemas económicos coyunturales que este vive», al tiempo que se mostraba muy generoso ante la próxima visita a España del ministro de Economía de la dictadura, José Alfredo Martínez de Hoz,13 uno de los máximos defensores del ultraliberalismo en Sudamérica.

			Ante un Anaya que se salía de su uniforme, el rey Juan Carlos prometió que el responsable de Economía argentino «tendría la mejor acogida y disposición de banqueros, inversores e industriales, para concurrir al encauzamiento y solución de los problemas que pudieran plantearse y/o proponerse. En tal sentido, dijo que España estaba en el mejor estado anímico para concretar operaciones comerciales y financieras con la República Argentina».14 A lo largo de las semanas siguientes quedaría claramente demostrado que no se trataba de simples elogios.

			Cuatro días después de la reunión entre Anaya y el rey, Argentina anunciaba que había firmado un convenio con España para reanudar la venta de carne, paralizada desde hacía seis años. El acuerdo había sido cocinado durante una visita realizada a Madrid por los responsables de la Junta Nacional de Carnes de Argentina y traía como consecuencia inmediata una primera remesa de cuatro mil toneladas de piezas vacunas para el mercado español, lo que reportaría 3.800.000 dólares de ganancias para Buenos Aires. El ministro Martínez de Hoz llegó a España pocas semanas después de este acuerdo, exactamente el 22 de julio de 1976. Durante su visita, el funcionario pudo moverse con total libertad por los despachos más importantes e influyentes del país. Entre las personalidades que le abrieron la puerta se encontraban el rey Juan Carlos, con quien se reunió la mañana del 23 de julio, y el gobernador del Banco de España, Luis Coronel de Palma,15 que además ostentaba el título de marqués de Tejada. También tuvo tiempo para reunirse a solas con el banquero Alfonso Escámez,16 presidente del Banco Central, a quien le prometió que la dictadura argentina le devolvería la sucursal que había sido expropiada por el gobierno peronista de Héctor Cámpora17 en 1973.

			En su intensa campaña por encontrar amigos con dinero, la Junta Militar argentina también contactó con el poderosísimo Emilio Botín18 para anunciarle que su Banco Santander recuperaría las dos filiales que le habían quitado los peronistas. Coincidiendo con la visita de Martínez de Hoz, el diario Informaciones reveló que en la última junta general de accionistas del Santander, Botín se había referido al futuro y las perspectivas económicas de Argentina. Botín tenía esperanzas de que se volvería a la prosperidad del pasado, y aseguró que la organización del Santander en Argentina incluía cerca de quinientos empleados y nueve sucursales. El nuevo gobierno argentino había ofrecido devolver las sucursales de Córdoba y Rosario que les fueron expropiadas en 1973.

			El apoyo de las élites españolas a la dictadura argentina se prolongó hasta 1981; un modelo de dictadura muy similar al que Franco implantó en España. Los cientos de miles de desaparecidos y, sobre todo, el robo de recién nacidos de las presas políticas para entregárselos a familias de militares vinculados a la dictadura parecen tomados directamente de las prácticas franquistas. Hay, sin embargo, una diferencia, al menos en lo que respecta al secuestro de recién nacidos. Mientras que en España los resultados de la iniciativa del psiquiatra de cabecera de Franco, Antonio Vallejo-Nájera, permanecen impunes, en Argentina el dictador Jorge Rafael Videla falleció el 13 de mayo de 2013 mientras cumplía una condena de cincuenta años de cárcel por el programa de secuestro de niños.

			 

			 

			Uno de los aspectos que se ha destacado del ejercicio de Juan Carlos de Borbón como rey de España es el de haber escogido un papel de árbitro. El rey reina pero no gobierna, al estilo de la monarquía parlamentaria británica. Pero eso tampoco fue siempre así. Al principio de su reinado se inmiscuía en los asuntos públicos, tal y como demuestra el hecho de que pidiera dinero al sha de Persia (Irán) para, oficialmente, fortalecer la UCD. «El 22 de junio de 1977, tras las elecciones parlamentarias, el rey le escribe una carta al sha de Persia pidiéndole dinero para “ponerle” un partido fuerte a Suárez ante una encrucijada histórica: las elecciones municipales que se celebrarían a seis meses vista, pues, según explicaba en la comprometedora misiva, “es ahí donde en mayor medida pondremos nuestro futuro en la balanza”.» La carta fue publicada en un libro escrito por quien fuera jefe de la casa del sha de Persia, Reza Pahlevi. La carta del rey Juan Carlos está escrita en francés, fechada en la Zarzuela, con la dirección y la despedida a mano. El rey justificaba su petición aludiendo al peligro socialista, que «también obtuvo un porcentaje de votos más elevado del esperado, lo que supone una seria amenaza para la seguridad del país y para la estabilidad de la monarquía, ya que me han informado fuentes fidedignas de que su partido es marxista. Una parte de su electorado no es consciente de esto, y les vota con la confianza de que a través del socialismo España podría recibir ayuda de países europeos».19

			TODOS LOS HOMBRES DEL REY


			La Transición se consolidó hasta convertirse en un régimen en sí mismo en lugar de en un proceso evolutivo. Más de treinta años después, aquel régimen iniciado en noviembre de 1975 pasó a un estado agonizante y con la popularidad de la Corona en entredicho. Así, llegaron la abdicación en junio de 2014 y la asunción del joven Felipe a la más alta magistratura del Estado. Fue el último intento para frenar una caída en picado.

			En buena medida, la imagen del rey Juan Carlos como garante del sistema constitucional se debía al consenso de los responsables que componían el establishment político y económico, las élites extractivas. Pero muy especialmente a la posición de la mayoría de los medios de comunicación, en particular los nacidos durante la Transición o que volvieron a manos privadas tras abandonar la prensa del Movimiento.

			Aun así, desde su llegada a España para convertirse en el sucesor de Franco en 1948 hasta bien entrados los años noventa, el rey estuvo rodeado por un elenco de colaboradores que guiaron al jefe del Estado en el proceso constitucional y que le hacían ver la importancia de mantenerse al margen de cualquier escándalo. De hecho, durante años el delito de injurias al rey fue una seria amenaza, siempre que no se tratara de fuerzas políticas declaradas como republicanas.

			Los protectores

			Juan Carlos de Borbón y Borbón se instaló en Madrid en 1950, tras una serie de enfrentamientos entre el general Franco, «caudillo» de España, y su padre, Juan de Borbón y Battemberg, partidario de una monarquía constitucional, a quien los monárquicos consideraban el legítimo aspirante al trono español y que vivía exiliado tranquilamente en la localidad portuguesa de Estoril.

			Franco había elegido al futuro monarca porque su corta edad (contaba doce años cuando llegó a Madrid) le hacía maleable y dividía a la oposición monárquica a la dictadura.

			De hecho, las grandes influencias políticas que recibió Juan Carlos se materializaron durante la agonía y defunción del general Franco, acaecida el 20 de noviembre de 1975. En el terreno político, los dos hombres más importantes fueron el falangista Torcuato Fernández-Miranda, presidente de las Cortes en el momento de la muerte de Franco, y Adolfo Suárez, secretario general del Movimiento.

			A la muerte de Franco, y a pesar de la renuencia de los sectores más radicales de la dictadura, solo cabía la transición a la democracia. El encargado del proceso fue Fernández-Miranda, a la sazón presidente de las Cortes, que convenció al rey para destituir a Carlos Arias Navarro como presidente del gobierno para nombrar a Adolfo Suárez. Él se encargaría de disolver las Cortes.

			En el entorno más próximo del monarca, dos militares desempeñaron papeles fundamentales, Nicolás Cotoner, que ejerció como jefe de la casa del rey hasta su muerte en 1990, y Sabino Fernández Campo, secretario general de la casa y auténtico brazo derecho del rey. Se le atribuye la gestión que permitió frustrar el intento de golpe de Estado del 23 de febrero de 1981.

			Fernández Campo abandonó el cargo en 1993, cuando Felipe González llevaba casi once años como presidente del gobierno; ahí empezó a relajarse la protección del rey. El sustituto de Fernández Campo fue el diplomático Fernando Almansa, vizconde de Almansa y considerado un hombre próximo al entonces presidente de Banesto, el banquero Mario Conde.

			Aun así, Almansa cumplió su cometido casi con el mismo celo que Fernández Campo. Hasta que en 2002 fue sustituido por Alberto Aza, también diplomático, que se limitó a que el monarca explotara su propia popularidad y el consenso que le hacía intocable. Solo cuatro años después, el escándalo Urdangarín obligó a enviar a los duques de Palma, Cristina de Borbón e Iñaki Urdangarín, a establecerse en Estados Unidos, en un intento de alejarlos de los negocios españoles.

			Los tiburones

			A pesar de la impunidad de la que gozaba en virtud de la Constitución, el rey contaba con un especialista para cubrir sus indiscreciones, fueran del tipo que fueran; el fallecido diplomático Manuel Prado y Colón de Carvajal, al que ya hemos visto en acción, fue uno de ellos, si no el más importante en aquella época. Era a quien había que acercarse y agasajar para acceder al rey. Los que recuerdan su paso por la presidencia de Iberia destacan que su única aportación a la compañía fue incorporar la corona al logotipo.

			Con Prado ejerciendo de testaferro, empresarios obsesionados con la información y dispuestos a chantajear al Estado intentaron aproximaciones a la institución.

			Don Juan fue el primero en ser cortejado nada menos que por Mario Conde, a la sazón presidente de Banesto, uno de los iconos de la cultura del pelotazo y en aquel momento, en 1988, uno de los hombres más poderosos de España. El antiguo banquero cultivó las relaciones con el entonces conde de Barcelona tanto como pudo, aprovechando la afición náutica de don Juan, hasta que este se convirtió en un asiduo del yate de Conde en Mallorca.

			Según asegura Ernesto Ekaizer en su libro Banqueros de rapiña,20 cuando Conde ya se había ganado la confianza de don Juan, le convenció para que mediara ante Torcuato Luca de Tena para que aceptara la entrada de Banesto en el capital de ABC. Don Juan se sorprendió cuando Luca de Tena rechazó la oferta de forma diplomática pero rotunda. Conde, sin embargo, siguió cultivando la amistad del padre del monarca. Hasta el punto de que, cuando el cáncer acabó con su vida el 1 de abril de 1993, el entonces presidente de Banesto se atribuyó haber sufragado parte de los gastos médicos de don Juan en el Hospital Universitario de Navarra. Sí logró administrar el patrimonio de don Juan de Borbón y parece que logró arrebatar al Banco Central las cuentas del rey cuando Alfonso Escámez se jubiló como presidente de dicho banco en pleno proceso de fusión con el Banco Hispano Americano.

			Diez años de cárcel

			De nada le serviría cuando el día de los Inocentes de 1993 el gobernador del Banco de España, Luis Ángel Rojo,21 anunció la intervención de Banesto. Las investigaciones a raíz de la intervención acabaron con Mario Conde condenado a veinte años de prisión por el Tribunal Supremo a causa de su administración del banco. Cumplió casi diez años de reclusión.

			El financiero corrupto Javier de la Rosa fue todavía más osado e intentó utilizar el flujo incesante de petrodólares de los kuwaitíes de KIO para acercarse directamente al monarca. Su interlocutor no era otro que el propio Prado y Colón de Carvajal. El primer intento exitoso de De la Rosa se produjo en 1990, cuando, en el último momento, consiguió ser incluido en el grupo de empresarios liderado por Pedro de Mir que decidió regalar al monarca un automóvil exclusivo, prototipo de la alemana Porsche.

			Pero De la Rosa, convencido de que Prado era el testaferro del monarca, decidió comprar su voluntad casi a cualquier precio. Si De la Rosa ha pasado los últimos dieciocho años entrando y saliendo de la prisión ha sido, entre otras cosas, por la desaparición de 55.000 millones de pesetas de 1992 del Grupo Torras, el portaaviones del grupo KIO (un instrumento de la Seguridad Social kuwaití) en España, que fueron a parar a las cuentas de Prado. Por aquella operación, Prado también fue condenado a prisión, concretamente a dos años en 2004. Cuatro años después, falleció víctima de un cáncer.

			De la Rosa ha repetido en diversas circunstancias que el dinero era para reponer pérdidas generadas por Prado en el patrimonio del monarca: 60.000 millones de dólares adelantados por la familia Saud, la dinastía que reina en Arabia Saudí. No obstante, nunca ha aportado más pruebas que su palabra.

			Por razones humanitarias, la administración penitenciaria concedió inmediatamente el tercer grado a Prado. Lo cierto es que el dinero acabó en las cuentas de sociedades cuyo titular era Prado. Sin embargo, el juez del Tribunal Superior de Comercio británico Jonathan Mance, en la sentencia civil del caso, no dudó en definir a Prado como un hombre de negocios muy próximo al Palacio Real español.

			Durante el juicio, además, quedó claro que Prado había actuado como representante del Estado español, cuando gobernaba Felipe González, en una cumbre con la dirección de KIO en El Cairo para intentar encontrar una solución extrajudicial al conflicto. Y también se acreditó que, tras la caída del Muro de Berlín, a donde no llegaba Prado lo hacía el príncipe georgiano Zouab Tchokotua, que también recibió dinero de KIO a través de De la Rosa.
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